PROYECTO DE RESOLUCION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE


Expresar su profunda preocupación ante el curso que está tomando la investigación por la desaparición de Jorge Julio López, y el alto riesgo de que la misma quede paralizada en la Sala I de la Cámara Federal de La Plata.  Fundamenta lo antedicho el hecho que dos de los camaristas que integran el tribunal, los jueces Ramón Alberto Durán y Alicia Di Donato no garantizaría la imparcialidad que debe tener todo juez de la Nación, debido a los vínculos de ambos con la Policía de la Provincia de Buenos Aires, institución que debería ser objeto de su control en causas como la presente donde se investiga la vinculación policial con los represores responsables de los crímenes de lesa humanidad de la última dictadura y los de la Triple A.
FUNDAMENTOS


Esta no es la primera resolución presentada contra el juez Durán. En agosto de 2006, la Honorable Cámara de Diputados de la Nación impulsó un proyecto similar, firmado por diputados del ARI   y del Frente para la Victoria argumentando que “uno de los integrantes de la Sala I, el Dr. Alberto Durán, reviste un historial profesional que afecta la imparcialidad que debe tener todo magistrado al administrar justicia, esto se desprende de la lectura de las causas mencionadas (las causas 44, causa Raffo, conocida como Camps II sobre desaparición forzada de personas, y causa Favero que involucra dos investigaciones, una por la desaparición de Daniel Omar Favero y otra por la de su hermano Luis Eugenio Favero, quien declaró en el marco del juicio por la verdad en La Plata en diciembre de 1999 ante un tribunal integrado por el juez Durán). 

En agosto de 2006, el Dr. Durán era presidente de la Comisión de Seguridad Ciudadana de la ciudad de La Plata, que articulaba e implementaba las políticas de seguridad, definiendo el accionar policial y con la atribución de recibir, evaluar y trasladar denuncias, establecer operativos, etc. En ese entonces también se desempeñaba como profesor de la Escuela de Policía Juan Vucetich, cargo que ocupaba desde 1985.

Recibido de abogado en mayo de 1979, egresado de la Universidad Católica de La Plata, ingresa al Poder Ejecutivo de la provincia en el Ministerio de Gobierno, Jurisdicción 03, item 12 Subsecretaría de Asuntos Legislativos, Dirección de Proyectos, cargo que desempeña hasta febrero de 1980, pasando al Poder Judicial en el cargo de Secretario del Juzgado Penal 4 de La Plata hasta 1987 que es designado juez criminal en el Juzgado 3 de Lomas de Zamora.


De las causas donde le tocó actuar, el proyecto de la Cámara de Diputados de la Nación agrega:  “las  omisiones en notificar a los imputados sus radicaciones, generando una prolongación interminable del proceso, beneficiando a los policías imputados al lograr la inmovilización de las causas durante años”. “El Dr. Durán debe resolver la situación procesal sobre acusados que fueron sus alumnos, sus colegas o sus superiores en la Escuela Policial Juan Vucetich, y también sobre el personal policial que hoy está bajo su supervisión a través de la Comisión Ciudadana. Un Estado de Derecho siempre debe velar por el cumplimiento de los postulados básicos que concierne a un país democrático. Uno de ellos es la independencia de sus magistraturas, más aún cuando en las mismas se investiga el genocidio de un pueblo a manos de un Estado terrorista. El Dr. Durán no ofrece a los ojos de la sociedad esa garantía de imparcialidad, sencillamente porque mantiene un vínculo objetivo y subjetivo con la institución a la que pertenecen la totalidad de los investigados en las causas mencionadas”.
Se lo señala como amigo personal de quien fuera jefe de la “maldita policía”, Pedro Klodczyc, se lo acusa de boicotear los juicios por la verdad, se opuso al secuestro del fichero del ex secretario del vicariato castrense Emilio Graselli, y del intento de devolverle a Aldo Rico el archivo de inteligencia policial secuestrado por la Cámara, fichero que hoy forma parte del patrimonio de la Comisión Provincial por la Memoria. 
Fue nombrado Camarista en la presidencia de Duhalde, quien le ofrece la Secretaría de Seguridad, cargo que debe declinar por proponer como subjefe al comisario mayor Darío Delfín Rojas, denunciado represor y torturador del staff de Camps a quien le debe su ascenso por su participación en el caso Graiver.

La total actualidad de lo dicho precedentemente, está íntimamente ligado a uno de los muchos motivos por los cuales los organismos de Derechos Humanos solicitaron su recusación en la causa López: su designación como presidente de la Comisión de Estudios Legales de Seguridad Ciudadana creada por el Ministro de Seguridad Carlos Stornelli. 

Desde ese lugar, el Dr. Durán “tiene la atribución de nombrar como grupo asesor a miembros de las fuerzas de seguridad, ya sean retirados o en actividad, siendo de esta forma juez y parte, violando el principio de imparcialidad dada la íntima relación de los investigados con los investigadores” manifiesta el pedido de recusación presentado por Justicia Ya!. Agrega el mismo que en la sala que integra el Dr. Durán trabaja el hijo de uno de los investigados en la causa, quien tendría posibilidad de conocer la información que existe sobre él. Se trata de un miembro de la Concentración Nacionalista Universitaria, CNU, que en los años 1970 fuera reconocido por ex desaparecidos como integrante de la banda de Aníbal Gordon y del grupo responsable del secuestro de los estudiantes de la trágicamente llamada “la noche de los lápices”.

En cuanto a la Dra. Di Donato, la misma omitió en su currículum, su paso como oficial subinspector de la policía bonaerense, institución a la que se incorpora en marzo de 1978, desempeñándose en la misma hasta 1990 cuando se convierte en pro secretaria del juzgado de Lomas de Zamora a cargo del Dr. Durán, motivo por el cual valen todas las consideraciones de la impugnaciones expresadas respecto a este último.
Mientras se resuelve el pedido de recusación, ambos jueces siguen en funciones, tomando como primera medida impedir que una copia de la causa quedara en el juzgado actuante, a cargo del Dr. Corazza, con lo cual ésta queda virtualmente paralizada. Los dos pedidos realizados para que el expediente sea devuelto al juez de primera instancia fueron rechazados, con lo cual se vio frustrada la investigación de nuevas denuncias recibidas. 

Los organismos de Derechos Humanos están preparando una denuncia ante el Consejo de la Magistratura por la retención indebida de la causa, al negársele al juez actuante las copias de la misma.

Por todo lo expuesto, solicitamos a los Señores Diputados acompañen la presente iniciativa. 

